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COMPETENCIA. Juzgado correccional y de menores; procedimientos diferentes, imputado menor de edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional, de Garantías y de Meno-
res de Segunda Nominación del Distrito Judicial Orán para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Corresponde disponer la intervención del juzgado que previno, si las causas que pretenden 
acumularse corresponden a procedimientos diferentes, toda vez que si bien en el Distrito Judicial Orán se da 
la particularidad de que un mismo magistrado tiene dos competencias –la correccional y la de menores-, ello 
no habilita a realizar un solo juicio en razón que la legislación procesal establece reglas particulares para cada 
proceso.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ARAUJO, SANSON DAVID ISRAEL S/AMENAZAS Y AGRESIÓN 
CON ARMA IMPROPIA EN CONCURSO REAL - ARAUJO, NORMA ELENA - PIE-
ZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Expte. N° CJS 36.104/12) (Tomo 179: 
153/158 – 26/agosto/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Amistad íntima con el letrado de la actora civil y querellante particular. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 1429 por el señor Juez del Tribunal de 
Impugnación llamado a integrar esta Corte, Dr. Abel Fleming, para entender en autos.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca amistad íntima con el letrado de 
la actora civil y querellante particular, porque ello encuadra en la causal prevista en el artículo 51 inciso 11 
del Código Procesal Penal (texto según ley 6345 y modificatorias) y además, el artículo 52 atribuye la condi-
ción de interesados, a los fines del régimen de excusaciones, a los representantes, defensores o mandatarios 
que ejercen la asistencia técnica del actor civil. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar, -Jueces de Corte- Julio Víctor Pancio –Juez de 
Cámara llamado a integrar-  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C SALINAS, PEDRO ADRIAN; 
SALINAS, JUANA ANTONIA; MISSORICHI, FRANCISCO – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 35.763/12)(Tomo 179: 861/866 – 02/septiembre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas a fs. 127 y 130 por los señores Jueces 
de Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo, respectivamente, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado fundada en motivos de violencia moral, en 
razón de las manifestaciones vertidas en un periódico por el abogado defensor de uno de los imputados, por-
que reconoce motivos claramente expresados e individualizados que justifican razonablemente el apartamien-
to para asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia y en tanto la causal invocada encuentra 
adecuación en el art. 51 inc. 13 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias). 

Corresponde hacer lugar a la excusación formulada por el Magistrado que invoca violencia moral por 
la amistad que lo une con el abogado defensor, ya que ha tomado conocimiento que en otra causa que estaría 
relacionada con las actuaciones, uno de los acusados lo designó como abogado defensor, toda vez que reco-
noce motivos claramente expresados e individualizados que justifican razonablemente el apartamiento para 
asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia y en tanto la causal invocada encuentra ade-
cuación en el art. 51 inc. 13 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias). (Del voto de los Dres. Ferra-
ris, Posadas, Alavila, Longarte, Pucheta y Díaz) 
              Son improcedentes las excusaciones si las situaciones fácticas planteadas no resultan suficientes para 
ello, teniendo en cuenta que las razones para justificarlas son extremos que no surgen de las actuaciones. 



El instituto de la excusación es un mecanismo de excepción, de interpretación restrictiva, para casos 
extraordinarios, teniendo en cuenta que su aplicación provoca el desplazamiento de la legal y normal compe-
tencia de los jueces y la consecuente alteración del principio constitucional del juez natural. (Del voto del Dr. 
Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz –Jueces de Corte-, Héctor Guillermo Alavila, Angel Ama-
deo Longarte, Carlos Héctor Pucheta –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “INCIDENTE DE REPOSICIÓN CON APELACIÓN EN SUBSIDIO PRESEN-
TADO POR LA SRA. AGENTE FISCAL Nº 2, CONTRA LA PROVIDENCIA QUE 
ORDENA LA APLICACIÓN DEL ART. 185 DEL CPP (INFORMACIÓN SUMARIA) - 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.942/11) (Tomo 179: 687/696 – 
02/septiembre/2013) 
 
HABEAS CORPUS. Recurso de Apelación. Improcedencia, pedido de traslado de Unidad regional por 
cambio de identidad y sexo, juez natural. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 49 y 59/60. 
DOCTRINA: En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, tanto la 
Constitución Nacional (artículo 43) como la Provincial (artículo 88) establecen una vía expedita y rápida que 
es la acción de “hábeas corpus”, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 

El habeas corpus puede ser preventivo o reparador. En su función preventiva requiere, por un lado, 
un atentado a la libertad, decidido y en próxima vía de ejecución y, además, que la amenaza sea cierta, de-
biendo demostrarse la positiva existencia del peligro o restricción pues, para tener por acreditado el riesgo 
sobre la libertad física, no resulta suficiente la amenaza conjetural o presuntiva. En su función reparadora, la 
restricción ilegal que se invoca como supuesto del hábeas corpus, debe ser actual, contemporánea con la deci-
sión judicial del caso. 
      No habilita la vía extraordinaria del hábeas corpus el reclamo de quien, si bien cuenta con documento 
de identidad y nombre del sexo femenino y pese a tener operación de mamas no se encuentra operada en sus 
genitales por ello conserva las características físicas sexuales masculinas, toda vez que no constituye un agra-
vamiento de las condiciones de detención sino que se traduce en un nuevo pedido de cambio de nombre, iden-
tidad y sexo para poder regresar a otra Unidad Regional, pedido éste que en base a lo expuesto escapa de la 
órbita del juez del hábeas corpus y debe ser resuelto por el Juez natural. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “MORALES, MARIA JULIETA – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APE-
LACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.212/13) (Tomo 179: 889/894 – 02/septiembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que revoca la suspensión del juicio a 
prueba, impugnabilidad objetiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 9/11 vta. y, en su mérito, declarar 
mal denegado el recurso de casación cuya copia obra a fs. 4/6 y requerir al tribunal de origen que remita los 
autos a esta Corte.  
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, pues si bien la resolución 
que revoca la suspensión del juicio a prueba no se encuentra expresamente establecida como una de las reso-
luciones susceptibles de ser recurridas en casación por el imputado, sin embargo puede adquirir impugnabili-
dad objetiva por tratarse de una resolución equiparable a sentencia definitiva en virtud de lo establecido por el 
art. 76 ter último párrafo del Código Penal. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y 
Ferrraris) 
                La resolución que revoca la suspensión del juicio a prueba debe ser equiparada a las sentencia defi-
nitiva a los fines del recurso de casación, pues con su concesión se tiende a extinguir la acción y, por ende, la 
pena y su rechazo provoca un agravio irreparable en el imputado, que no puede ser reparado por la sentencia 
definitiva. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LÓPEZ, NÉSTOR FABIÁN – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DE-
NEGADO” (Expte. Nº CJS 36.044/12) (Tomo 179: 31/38 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual. Absolución, principio de la duda; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 104/ 105 y, en su méri-
to, DEJAR SIN EFECTO la condena impuesta al Sr. René Orlando Ruiz en la sentencia de fs. 80 vta., cuyos 
fundamentos obran a fs. 86/87 vta., DISPONIENDO su absolución, conforme a lo establecido en los arts. 4º 
del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias), 20 de la Const. Prov. y 18 de la C.N. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condena al acusado por el delito de abuso sexual 
simple y absolverlo por el principio de la duda, si no cumple con las pautas de motivación con las que debe 



contar una decisión de tal naturaleza, pues la valoración de la declaración del presunto sujeto pasivo resulta 
insuficiente para destruir el estado de inocencia del acusado, máxime ante su negación del respecto del hecho 
denunciado, y se verifica con toda claridad en la causa que del supuesto hecho no existen testigos directos de 
cargo que permitan arribar a la verdad real exigida en esta etapa del proceso fuera de la palabra de la denun-
ciante, cuyo contenido no alcanza por sí para condenar. 
        En materia penal, para condenar, los hechos en que se funda la acusación deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale, porque un hecho debe considerarse probado cuando no 
pudo haber sucedido de otra manera, en virtud que la verdad real -cuya búsqueda resulta inexorable en el 
transcurso del proceso penal- reside en el acuerdo entre las palabras y los actos, y la creencia en la percepción 
de esa conformidad es la certeza. 
       La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, pues en materia criminal se 
debe aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una 
demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, 
Posadas y Vittar) 
              Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple en los términos del art. 
119 del C.P. primer párrafo, si se acredito que su intención tendía a desahogar sus propias apetencias sexua-
les. 
 En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 
       Lo que primordialmente se tutela es la voluntad o el consentimiento del sujeto, respecto de aquellos 
actos de disposición en materia sexual ejecutados, sobre su cuerpo. Se protege la libertad de la persona de 
consentir actos sexuales. (Del voto de los Dres. Cornejo y Díaz) 
              La conducta desplegada por el acusado tipifica dentro de la figura penal de abuso sexual simple, si el 
tribunal encontró acreditado que las manifestaciones de la víctima cobran credibilidad al ser analizadas de 
manera conjunta con el informe psicológico donde consta que la señorita no muestra signos de fabulación 
psicológica y además, las declaraciones de un testigo guardan coherencia con lo manifestado por la víctima al 
expresar que ella lo llamó por teléfono, le comentó que el señor con el que trabajaba quiso abusar de ella, dijo 
también que la notó nerviosa y con los ojos lagrimosos. 
          El sistema de la sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia imponen al tribunal de 
juicio una apreciación integral y equilibrada de la prueba, lo cual requiere que ante la discrepancia de los 
distintos elementos de convicción, la decisión de hacer prevalecer aquellos de mayor valor para la comproba-
ción del hecho deba ir acompañada de la exposición de las razones de la mencionada prevalencia. 
           La violencia contra la mujer, basada en su género, incluye toda conducta que le provoca algún tipo 
de daño o sufrimiento sexual y, entre las modalidades, definidas por ley según cuál sea el ámbito donde se 
presentan los diferentes tipos de violencia: física, psíquica, sexual, simbólica, económica y patrimonial), se 
encuentra la violencia de género laboral. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C RUIZ, RENÉ ORLANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.119/11) (Tomo 179: 1083/1102 – 03/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal. Absolución; principio “in dubio 
pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 105/112 vta.  
DOCTRINA: (Mayoría) Se ajusta a derecho la sentencia que absuelve al acusado del delito de sexual con 
acceso carnal, si el tribunal el tribunal de juicio llegó a la conclusión de que existe absoluta indeterminación 
acerca de cómo sucedieron los hechos, si la supuesta víctima recibió los golpes aludidos el día de los hechos, 
sobre el consentimiento o no para haber mantenido la relación sexual, y sobre los informes médicos contradic-
torios pero a la vez coincidentes en cuanto a las lesiones aludidas, tras la apreciación directa que permite la 
inmediación característica del juicio de las declaraciones contrapuestas, percepción privilegiada de la que no 
dispone la Corte en casación. 
          Corresponde desestimar la pretensión de la fiscalía de que se deje sin efecto la absolución del acusa-
do, si está relacionada con que este Tribunal de casación debiera sustituir al de juicio en la apreciación de las 
declaraciones vertidas durante el debate, lo que no resulta posible dado el conocimiento directo que de aque-
llas manifestaciones tuvo el tribunal de juicio. 
          En materia penal, para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que los avale, porque un hecho debe considerarse probado cuando no 
pudo haber sucedido de otra manera, en virtud que la verdad real -cuya búsqueda resulta inexorable en el 
transcurso del proceso penal- reside en el acuerdo entre las palabras y los actos. 
          La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, pues en materia criminal se 
debe aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una 



demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferra-
ris y Posadas) 
             (Minoría) Corresponde condenar al acusado por el delito de abuso sexual con acceso carnal, si el 
hecho que se trae a juzgamiento es un típico caso de violencia doméstica y, dentro de tal calificación, de abu-
so sexual y la declaración de la propia víctima es contundente a la hora de tener por acreditado dicho abuso 
sexual, demostrativo de la dominación que ejercía sobre ella el acusado, lo que le permitió su sometimiento, a 
lo que se suma el informe médico que da cuenta de las contusiones con hematomas en los brazos de la vícti-
ma, lo que permite deducir, sin duda alguna, que la relación sexual no fue consentida. 
          Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de los elementos conducentes para el esclarecimiento 
de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente en el testimonio de la víctima, 
siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determinarán que le 
sea asignada credibilidad. 
          El sistema internacional de protección y promoción de los derechos humanos ha incluido una cláusu-
la de igualdad en todos sus instrumentos principales así como la prohibición de discriminar a las mujeres en el 
pleno goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales. (Del voto de los Dres. Kauffman y Vittar) 
              La sentencia no contiene una fundamentación adecuada respecto de la absolución de los hechos atri-
buidos al acusado, advirtiéndose una valoración errónea de la prueba y  en la evaluación de los hechos que 
fueron objeto de examen por el juzgador, no se desvirtuó la conducta que se le atribuye al causante de abusar 
sexualmente mediante acceso carnal de la víctima. 
          En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente exis-
ten serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor 
actuar con sigilo y sibilinamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefiere 
actuar a hurtadillas precisamente para no ser descubiertos. 
          Frente a la negativa de la mujer de cumplir con el débito conyugal, el marido será responsable del 
delito de violación si media ejecución del acto sea por medio de la fuerza y en contra de la voluntad de la 
víctima. Ello fundamentalmente se basa en la prevalencia de su libertad individual en el campo sexual, en 
cuanto a su consentimiento de mantener un trato sexual con arreglo a su querer libre y consciente, eliminando 
todo ataque violento por parte del autor que avasalle la íntima y libre decisión del cónyuge. A iguales conclu-
siones se debe llegar en el caso de la separación de los cónyuges, en virtud de que ello implica separación de 
cuerpos y desaparición del débito conyugal. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C BRAVO, ROBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.564/12) (Tomo 179: 159/184 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con penetración calificado por la guarda (en número 
indeterminado de hechos). Principio de congruencia. Individualización judicial de la pena,  precedente 
“Amodio” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 433/437 vta. 
DOCTRINA: Las críticas del Ministerio Público Fiscal al fallo impugnado, atinentes a la supuesta condena 
por hechos no acusados, no se condicen con lo resuelto, si la condena impuesta al imputado lo es por un único 
hecho delictivo y, en los términos de la sentencia, no configura un caso de pluralidad delictiva, por lo cual 
respeta los límites de la acusación, siendo que la referencia "en número indeterminado de hechos" que motivó 
el recurso, bajo ningún aspecto implica una adecuación de la conducta imputada que pueda fundar la respon-
sabilidad penal del acusado; en cambio, su efecto excluyente es el de consignar ciertas circunstancias del 
único delito, ponderadas por el tribunal de juicio al sólo efecto de determinar la medida de la pena y que, aun 
sin precisiones temporales específicas, fueron materia de acusación, intimación, prueba y defensa; aspectos 
que otorgan legitimidad y razonabilidad a la condena. 
          Se ajusta a derecho la sentencia, si refleja las distintas manifestaciones del titular de la acción -
requerimiento de juicio y alegatos-, pues todo pronunciamiento jurisdiccional sólo puede referirse al hecho y 
a las circunstancias contenidas o delimitadas en el concreto ejercicio requirente. 
          La potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del Código 
Penal no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. Ello 
constituye un corolario de la garantía penal de "judicialidad" consagrada en el artículo 18 de la Constitución 
Nacional, los artículos 14.1 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.1 y 9º de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; pilar fundamental de nuestro derecho penal según el cual 
la pena debe encontrarse previamente establecida en la ley y sólo puede ser impuesta por el juez competente. 
           La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada -base del juicio penal- cumple las 
exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las 
garantías de legalidad y de judicialidad. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y 
Ferraris) 
            El delito continuado consiste en una pluralidad de hechos dependientes con identidad o similitud de 
encuadramiento, cuya ejecución sucesiva los presenta como la continuación de un mismo delito, cuyo conte-
nido de injusto intensifican, sin multiplicarlo. 



           La consecuencia práctica más importante de la aceptación de la doctrina del delito continuado la 
constituye la aplicación de una sola pena: la correspondiente al delito en la cual encuadra la pluralidad de 
acciones o la pena mayor cuando algunas encuadren en un tipo simple y otras en uno calificado. 
           Si en el caso surge palmaria la identidad del delito continuado, con el único designio de satisfacer el 
imputado su apetito sexual y lesionar idéntico bien jurídico, en este caso la integridad sexual de la menor, 
sumada la posibilidad de hacerlo sin barreras al encontrarse ella conviviendo con el autor de los reiterados 
abusos sexuales, además de ejercer un temor psicológico en el entorno del grupo familiar más vulnerado, la 
figura más grave encuadra, como lo solicitó el fiscal de cámara recurrente, en la del abuso sexual con acceso 
carnal calificado por resultar un grave daño en la salud física o mental de la víctima y por la convivencia con 
un menor de 18 años agravado.  
            El abuso sexual infantil agravado por la guarda supone la existencia de una relación de poder sobre 
los niños y niñas ejercido por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual la abusada no tiene 
posibilidades efectivas de manifestar su consentimiento. 
           Conforme con el precedente “Amodio” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la imposición 
de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal, no constituye agravio constitucional y, por 
ende, no viola las exigencias de ese índole sobre las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, 
defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. (Del voto de la Dra Kauffman) 
 TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ERAZU, BENITO JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.354/12) (Tomo 179:  9/30 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio, calificación del hecho, valoración de la prueba, sana 
crítica, motivación de la sentencia, trastornos por abuso de alcohol; emoción violenta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 471/473 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de homicidio, si el tribunal de juicio 
efectuó un pormenorizado análisis del hecho y de las pruebas, y un encuadre legal ajustado a derecho a la luz 
de los principios de la sana crítica racional, excluyendo tanto un estado de emoción violenta como la existen-
cia de una situación de legítima defensa, circunstancias que no surgen de las declaraciones de los numerosos 
testigos presenciales ni de prueba objetiva alguna, y en todas las ocasiones en que el imputado declaró en el 
proceso, amén de no alegar ebriedad, se refirió concretamente a los pormenores del hecho, lo ubicó en tiempo 
y espacio, refirió su modo de comisión y a la actividad previa y posterior desarrollada. 

La emoción violenta no se configura por cualquier estado de indignación, sino que se exige un grado 
de intensidad idóneo para alterar el dominio del sujeto y que no llegue a eliminar su voluntad.  

No basta hablar de trastornos por abuso de alcohol para exculpar a quien los padece, pues para mere-
cer la eximente, dichos trastornos deben, por su entidad, anular la razón y la conciencia de quien los sufre, 
privándolo de comprensión y voluntad en la realización del acto ejecutado. (Del voto de los Dres. Díaz, 
Kauffman y Vittar) 
              La sentencia cuenta con debida motivación si, contrariamente a lo aseverado por la defensa, el tribu-
nal ha tomado en cuenta todo el plexo probatorio existente, constituyendo su análisis una valoración integral 
de la prueba legalmente incorporada en el debate, de acuerdo a las reglas de la sana crítica racional al subsu-
mir el hecho en la figura de homicidio, porque el hecho de haber conducido a la víctima hasta el centro del 
patio de la casa, abrazar a la víctima y extraer sin mediar palabra de su cintura el cuchillo y asestarle una 
puñalada en el pecho, que surge de las declaraciones de los testigos, descarta claramente la posibilidad de un 
rapto de emoción violenta.  (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Posadas) 
               Corresponde anular la sentencia condenatoria si su motivación evidencia una fragmentada y parcia-
lizada meritación de los elementos de prueba incorporados regularmente a la causa, porque en el caso, no se 
meritó prueba que acreditaba que el imputado y la víctima del delito estaban ebrios al momento de los 
hechos- verificándose una fisura en el iter lógico del veredicto examinado en violación al principio de razón 
suficiente, en tanto que las conclusiones a las que se arriba no constituyen la derivación razonada de todos los 
elementos de juicio que surgen de la causa, produciendo una lesión directa a principios de raigambre constitu-
cional. 
         La capacidad de culpabilidad tiene que existir al momento de realización de la acción del hecho. 

Si al momento del hecho, la capacidad del autor para comprender lo ilícito de su actuar según esa 
comprensión se hallaba considerablemente disminuida, su capacidad de culpabilidad estará reducida en forma 
correspondiente. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “CHAVARRÍA, CARLOS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.555/12) (Tomo 179: 465/488 – 26/agosto /2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio con exceso en la legítima defensa de un tercero, diferen-
cia entre exceso en la legítima defensa y causas de justificación; principio de inmediación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 571/578 vta. 



DOCTRINA: La sentencia que condena por el delito de homicidio con exceso en la legítima defensa de un 
tercero es plenamente válida, si la falta de adecuación racional entre el ataque y el acto de defensa, por inten-
sificación del medio empleado, fue especialmente considerada por el tribunal de juicio, con apego a las dife-
rencias conceptuales entre situación y acción justificada, y en absoluta concordancia con los fines punitivos 
perseguidos por el artículo 35 del Código Penal, a tal punto que la pena impuesta refleja el mayor reproche 
penal que, dentro del exceso, mereció el acusado para el tribunal. 
            A diferencia de las causas de justificación, que excluyen el carácter antijurídico de la acción típica, el 
exceso previsto en el artículo 35 del Código Penal representa una conducta ilícita, pero atenuada en sus con-
secuencias. El proceso de subsunción de ambos extremos legales –justificantes y exceso- presentan diferen-
cias que parten de sus respectivas naturalezas y que deben ser tenidos en cuenta en la valoración de sus presu-
puestos, especialmente, al analizar la conducta y la razonabilidad de los medios empleados, en tanto un caso 
es acorde a derecho y el otro representa una oposición al marco jurídico que apareja una consecuencia repre-
siva. 
            En la legítima defensa, el exceso requiere que el acusado se haya encontrado, previamente, en situa-
ción de defensa, condición que debe existir en algún momento pero que no se identifica con la acción justifi-
cada. 
            El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado a la Corte asignar crédito o restárse-
lo a una prueba producida en la audiencia de debate que el tribunal conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Ferra-
ris y Kauffman) 
             La sentencia no está adecuadamente motivada, si el tribunal de juicio consideró que el imputado actuó 
en legítima defensa de los derechos y la persona de su hija, que luego excedió, para sostener a continuación 
que quizás podría haber actuado de otra manera, que si bien fue sólo un puntazo, es probable que hubiese 
podido utilizar un golpe de puño, o un empujón, y no el cuchillo que blandió en la oportunidad. 
            La conducta desplegada por el imputado lesionó más de lo racionalmente necesario, si para impedir 
la agresión que sufría su hija utilizó un cuchillo tipo facón de considerable tamaño, asestándolo directamente 
por el costado derecho del abdomen de la víctima, quien se encontraba de espaldas a él, con la fuerza necesa-
ria para producir una herida hepática grave y provocando finalmente con ello el resultado muerte. 
            No cualquier conducta desmedida que se ejecuta so color de salvaguardar un bien de una agresión 
externa cae en la órbita de la figura, sino que se requiere una actividad inicialmente lícita que luego se desvíe 
del cauce de la razón justificante. (Del voto de los Dres. Cornejo y Díaz)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CRUZ, DAVID – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.827/12) 
(Tomo 179: 213/226 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple en grado de tentativa, dolo; certeza para conde-
nar; valoración de la prueba, sana crítica; violencia doméstica, violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 304/309 vta.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de homicidio simple en grado 
de tentativa, si el tribunal de juicio encontró acreditado a partir de la relación circunstanciada del hecho la 
intención homicida, con las declaraciones testimoniales prestadas durante el debate por la víctima y su madre 
quién al ver el ataque acude en ayuda y le arroja piedras al acusado para así evitar que continúe la agresión, 
del personal policial que intervino, del médico cirujano, del médico del Poder Judicial, las actas de secuestro, 
inspección ocular, croquis ilustrativo, fotografías del lugar del hecho, informes socio-ambiental, psiquiátrico y 
psicológico del imputado y copia de historia clínica de la víctima. 
           La intención homicida del acusado debe considerarse plenamente probada con el número de diecisie-
te heridas inferidas, um fuerte golpe de puño en la cabeza a alguien físicamente disminuido por las heridas 
ocasionadas y con una envergadura física notoriamente inferior, máxime si a ello se suma la situación de 
violencia física vivida por la víctima durante la convivencia con el imputado, las amenazas de la semana ante-
rior al hecho, el rechazo de la denunciante de continuar la relación y por último, su presencia en el lugar mu-
nido de un arma. 
           El dolo requerido para el delito de homicidio simple en grado de tentativa es el directo, que trasunta 
la intención o propósito de realizar un acto que produzca la muerte a otro, adoptando el autor una conducta 
positiva o negativa en desprecio a la posibilidad de un menoscabo al bien jurídico, vida humana. 
           Es justa la pena impuesta, si el tribunal arribó al juicio de certeza sobre el designio homicida del 
acusado a partir de un análisis de las pruebas acorde con los principios de la lógica, la psicología y la expe-
riencia y consideró su accionar como voluntario y ejecutado de un modo que podía razonablemente producir 
la muerte, con lo cual descartó que su intención fuera la de simplemente lesionar y aplicó las pautas conteni-
das en los artículos 40 y 41 del Código Penal, sin que se aprecie afectación alguna del principio de congruen-
cia y del derecho de defensa. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman y 
Posadas) 



             La sentencia que condena al acusado por el delito de homicidio simple en grado de tentativa se en-
cuentra fundada no en la sola voluntad de los jueces de la causa sino en las pruebas producidas, si el tribunal de 
juicio consideró, a partir de ellas, que las heridas punzo-cortantes en áreas con compromiso vital sólo pueden 
ser ponderadas como una intención homicida, aunque no causaron la muerte de la víctima. 
            La intención de matar necesaria para imputar una tentativa de homicidio, puede afirmarse de modo 
inequívoco solamente cuando queda excluida la de causar meramente un daño en el cuerpo o en la salud. 
Existe tentativa sólo cuando el autor obra con la intención directa de cometer un delito determinado. 
            El accionar que aparece voluntario y ejecutado con un medio que podría razonablemente producir la 
muerte, aunque haya excedido su propósito expresado de no matar, debe responder al homicidio en grado de 
tentativa si los efectos pueden ser mortales y el medio utilizado resulta idóneo para producir la muerte, porque 
el cuchillo posee la suficiente capacidad vulnerante para que sea eficiente la agresión. (Del voto de los Dres. 
Catalano. Cornejo, Díaz, Ferraris y Posadas) 
            Debe responder el acusado por el delito de homicidio simple en grado de tentativa, si en la causa 
quedó acreditado que el imputado y la víctima mantuvieron una relación de pareja de la que nació una hija, a 
la cual la mujer había puesto fin por la situación de violencia en que se encontraban, que el agresor la había 
amenazado previamente, lo que da cuenta a las claras de la creencia absoluta de un supuesto “derecho de 
propiedad” sobre la vida de la mujer, y los daños irreversibles que presenta la víctima en su cuerpo, son seña-
les indubitables de la violencia ejercida por el imputado tendiente a acabar con la vida de su ex pareja en el 
brutal ataque a la que fue sometida; de allí que la tentativa de homicidio se manifiesta como el final de un 
agudo cuadro de violencia de género intrafamiliar. 
            La violencia doméstica se entronca con la propia naturaleza de las relaciones familiares, que por sus 
características de subordinación y dependencia favorecen la posición de dominio de los miembros más fuertes 
sobre los más débiles. 
            Por violencia de género hay que entender todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las 
agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. 
            La violencia en contra la mujer es la manifestación más brutal de la desigualdad entre el hombre y la 
mujer en nuestra sociedad y se define como la violencia que se dirige sobre las mujeres “por el hecho mismo 
de serlo”, por ser consideradas por sus agresores carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y ca-
pacidad de decisión. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C HEREDIA CEJAS, ALEX – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.993/12) (Tomo 179: 235/248 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto calificado con escalamiento en grado de tentativa, imputado 
menor de edad, individualización de la pena, Ley 22278, condena efectiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 229/241. 
DOCTRINA: Es justa la pena impuesta al acusado que fue condenado por el delito de hurto calificado con 
escalamiento en grado de tentativa, si el tribunal, a partir de la ponderación de los elementos reunidos en la 
causa extremó la consideración de los aspectos relevantes del caso, y sopesó las declaraciones del imputado 
con los informes pertinentes reparando especialmente en la condición de menor que tenía el imputado al mo-
mento de cometer el delito, además evaluó sus condiciones personales, la reprochabilidad y peligrosidad que 
demostró al cometer la infracción sancionada y fundó en todo ello la necesidad de imponer una condena por 
el mínimo de la escala, pero de cumplimiento efectivo. 
       En la amplia órbita operativa del régimen penal de la minoridad, sus postulados imponen un trata-
miento jurisdiccional razonablemente diferenciado de los casos penales con protagonistas activos menores de 
edad, pues el niño o el adolescente no han transpuesto determinados estadios evolutivos en el desarrollo de su 
personalidad, por lo que no se les pueden aplicar las mismas reglas que rigen la responsabilidad de los autores 
mayores de edad de un delito. (Del voto de los Dres. Díaz, Catalano, Cornejo, Ferraris, Posadas y Vittar)  
              La condenación condicional sólo procede si se trata de la primera condena impuesta a la persona 
como autor o partícipe de un delito. La condena es la primera si lo es en orden al tiempo que se dictó la perti-
nente sentencia. Su prioridad no atiende, por lo tanto, al tiempo de comisión del delito juzgado. 
     La regla es la prisión efectiva y la condicionalidad lo extraordinario. 
     La Ley 22278 confiere al juez de menores –en su artículo 4º inciso 3º- la facultad y no el deber de 
ponderar la "necesidad de la pena", y la posibilidad de absolverlo o aplicarle una pena disminuida aun cuando 
haya comprobado la responsabilidad penal del menor por el hecho investigado. 
     Es justa la pena impuesta, si en el caso, el juez de menores realizó la reducción prevista en el artículo 
4º inciso 3º de la Ley 22278 siguiendo la escala de la tentativa, sin desconocer la minoridad del imputado en 
el momento del hecho, y le impuso una pena de prisión en forma efectiva por ser autor del delito de hurto 
calificado en grado de tentativa. 
     Sólo una evidente arbitrariedad, que de un modo integral descalifique los fundamentos contenidos en 
la sentencia, puede provocar la nulidad del decisorio, ya que a ese fin no son idóneos los planteos consistentes 
en la simple discrepancia con el modo de apreciación de las cuestiones procesales y de hecho empleado por el 
juzgador. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Cornejo) 



TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“C/C MÁRQUEZ ORTUÑO, WALTER ELÍAS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.081/11) (Tomo 179: 923/932 – 02/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, dolo, cumpli-
miento esporádico; interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 92/95. 
DOCTRINA: El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar no requiere de un resultado, 
pues el bien jurídico lesionado es la subsistencia material de quienes componen un núcleo familiar, por lo que 
la mera omisión de hacer en tiempo y forma los aportes necesarios para la satisfacción de las necesidades 
indispensables de la familia, ponen en peligro dicha subsistencia, por el hecho de situarla en un estado de 
inseguridad económica. 
         Es configurativo del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar el cumplimiento 
esporádico e insatisfactorio, pues no es posible sostener que un padre de familia desconozca que debe procu-
rar los medios indispensables para la subsistencia de sus hijos menores de edad. Para la acreditación del dolo 
no se exigen mayores recaudos que los que han quedado demostrados en la audiencia de debate en virtud de 
los distintos testimonios y de lo declarado por el propio imputado. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
              Para configurar el delito previsto en el artículo 1º de la Ley 13944, debe acreditarse que el obligado 
ha omitido consciente y deliberadamente las prestaciones de asistencia. El núcleo del tipo es la omisión sim-
ple o pura, la conducta omisiva dolosa de no dar lo que se debe, es decir, la sustracción, el apartamiento deli-
berado a prestar los medios indispensables para la subsistencia. 
       Es responsable el acusado del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, si las 
declaraciones testimoniales brindadas en el debate son contestes en cuanto al hecho de que sólo aportó ali-
mentos de manera esporádica, omitiendo por largos períodos la obligación alimentaria fijada por el tribunal. 
(Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 
              El delito sancionado por la Ley 13944 consiste en una conducta típica: la voluntaria sustracción del 
progenitor a prestar los medios indispensables para la subsistencia del hijo, lo cual supone demostrar la deli-
berada intención con que pudiera haber obrado el padre del menor. 
        La imputación y la condena del acusado encuentran debido fundamento en la sentencia, si la deter-
minación de los hechos ha sido derivada a partir de la credibilidad asignada por el tribunal a la declaración 
coherente, constante y sincera de la denunciante en el debate. 
       El interés superior del niño es la plena satisfacción de sus derechos. El contenido del principio son 
los propios derechos; interés y derecho, en este caso se identifican. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C SOTO, RODOLFO – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 
35.089/11) (Tomo 179: 933/946 – 02/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas graves; vehículo detenido y estacionado, omisión 
del deber de cuidado del conductor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 89/94. 
DOCTRINA: Es responsable del delito de lesiones culposas graves el imputado, si el tribunal de juicio arribó 
a la certeza de que fue la conducta culposa del acusado de abrir la puerta de su vehículo sin tomar la previsión 
de mirar hacia atrás a fin de descartar la existencia de riesgo alguno para terceros, lo que ocasionó que obstru-
yera la trayectoria de la bicicleta y su conductora colisionara con ese elemento de la carrocería, produciendo 
el resultado lesivo en su persona, a partir de la declaración de la víctima -ponderada a partir de los principios 
de la inmediación- y en su correspondencia con el tipo de lesión recibida y la versión dada por el imputado en 
un primer momento al oficial policial actuante.  

La conducción de un vehículo en la vía pública exige la adopción de resguardos que no sólo atañen a 
la propia circulación vehicular sino que, en general, aparecen también referidos a acciones que necesariamen-
te la preceden o que siendo consecuentes, forman parte de obligaciones de cuidado inherentes al conductor 
como la forma en que éste abre la puerta para descender de su vehículo, el lugar donde lo deja estacionado o 
la revisión previa de las condiciones de su estado, circunstancias que permiten, en cuanto pueden ser causa de 
accidente, exigir a quien lo introduce en la vía pública que actúe con el debido cuidado, no obstante que oca-
sionalmente su vehículo se encuentre detenido. 

Deben descartarse las argumentaciones defensivas que pretenden cargar la responsabilidad sobre la 
víctima, cuando al encontrarse el automóvil del acusado detenido y estacionado, la principal obligación de no 
afectar la circulación vehicular se encontraba a cargo de aquél y no en la conductora de la bicicleta. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “CAMPOS, ANTOLIN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.660/12) (Tomo 179: 907/914 – 02/septiembre/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de privación ilegítima de la libertad agravada por el vínculo y la 
violencia, lesiones leves agravadas, amenazas  e incumplimiento de los deberes de asistencia familiar; certe-
za para condenar, valoración de las declaraciones del retractamiento de la testigo denunciante, violencia 
familiar, violencia contra la mujer; individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 489/497 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar, si en la sentencia el tribunal de juicio tuvo por acredi-
tado que el imputado cometió diversos hechos denunciados por su esposa como la privación de la libertad que 
sufriera cuando a empujones la retuvo durante tres horas en la vivienda sin dejarla salir, las lesiones que le 
causara y las amenazas proferidas en su contra, a lo que se suma la conducta omisiva de no aportar los medios 
económicos para la alimentación de los hijos que tienen en común, a partir de una ponderación del tipo de 
lesiones constatadas y las declaraciones de testigos directos de la situación emocional en que se encontraba la 
damnificada inmediatamente después de los violentos eventos, como resultaron ser los policías intervinientes. 
        El deber de efectuar un examen crítico de la prueba que la ley impone al juez no le impide asignar un 
determinado valor probatorio a las manifestaciones de un testigo cuando éste las altera a lo largo de sus distin-
tas intervenciones en el proceso, como sería la retractación de la denunciante en relación a sus versiones ori-
ginales de los hechos, mantenidas y ratificadas a lo largo de la instrucción, lo cual el tribunal consideró un 
vano intento de evadir la responsabilidad penal del acusado, al hacer mérito de la irrazonabilidad de los argu-
mentos con que la testigo explicó el cambio de su versión originaria, relato que devino imcompatible con las 
características de la víctima y victimario develadas en los informes psicológicos y socio-ambiental y con los 
antecedentes de violencia familiar registrados. 
          Es responsable el acusado del delito de incumplimiento a los deberes de asistencia familiar en perjui-
cio de sus hijos menores, si el estudio de campo sobre la situación socio-económica del grupo familiar, que se 
concretó a través de un informe ambiental, constató las condiciones de indigencia en que se encontraban, lo 
que confirma plenamente los dichos iniciales de la madre acerca que existió de parte del padre una omisión 
encaminada a privarles de lo necesario, sustrayéndose de la obligación civil durante un período considerable 
de tiempo. 
          Es justa la pena impuesta, si el tribunal valoró la pluralidad de hechos probados y su particular forma 
de comisión y persistencia y el temperamento violento e impulsivo del acusado, todo lo cual aleja la posibili-
dad de imponerle el mínimo de la escala resultante, como así también el antecedente condenatorio que regis-
tra. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 
              La sentencia de condena el plenamente válida, si en el caso ha quedado debidamente probado el 
grave contexto de violencia familiar en el que se produjeron los delitos que se le imputan al acusado, lo que 
surge sin ningún tipo de fisura o contradicción de cada uno de los informes profesionales agregados a la cau-
sa, tanto del informe médico, como del psicológico y del socio ambiental. 
          El cambio en las declaraciones de la víctima tendiente a minimizar los hechos oportunamente denun-
ciados, en el que pretende apoyarse el recurrente para modificar su suerte como autor penalmente responsable 
de los delitos de privación ilegítima de la libertad agravada por el vínculo y la violencia, lesiones leves agra-
vadas por el vínculo, amenazas e incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, debe entenderse desde 
el prisma de la violencia contra la mujer y de acuerdo con las pruebas producidas en la causa y teniendo en 
cuenta que sus declaraciones se produjeron en presencia del imputado, situación que claramente implicó un 
supuesto de revictimización y de violencia institucional. 
          La gravedad del maltrato habitual reside en el riesgo cierto y directo para la vida e integridad física y 
psíquica de sus víctimas, que se deriva del clima permanente de violencia, que se manifiesta a través de cons-
tantes acciones más o menos perceptibles, como demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia”, 
como estado de aumento progresivo en su intensidad y frecuencia. 
           La violencia doméstica se entronca con la propia naturaleza de las relaciones familiares que por sus 
características de subordinación y dependencia favorecen la posición de dominio de los miembros más fuertes 
sobre los más débiles. 
               Toda instancia judicial que de manera directa o indirecta implique reproducir la escena de domina-
ción de la víctima, como puede serlo el hecho de sentarla en una misma audiencia con su presunto maltrata-
dor, no observa los estándares que van delineando los organismos internacionales y regionales de protección 
de los derechos humanos. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ROLDÁN, CARLOS WALTER – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.579/12) (Tomo 179: 793/808 – 02/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma, valoración de la prueba, sana 
crítica, falta de secuestro del objeto del ilícito, sistema de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 226/234. 
DOCTRINA: Es responsable el acusado del delito de robo calificado por el uso de arma, si el tribunal de 
juicio tuvo por acreditado que la víctima circulaba en bicicleta cuando en una intersección de calles fue inter-
ceptado por el imputado quien, tomándolo de la mochila que llevaba en la espalda, hizo que se detuviera y 
con un cuchillo tipo “sierrita” que sacó del manubrio de la bicicleta lo colocó cerca del rostro del damnificado 



y le exigió bajo amenaza la entrega del teléfono celular que llevaba consigo, a partir de las declaraciones de 
testigos, que si bien no observaron cuando ocurrió el hecho fueron coincidentes en manifestar que el imputado 
llevaba en el manubrio de su bicicleta un cuchillo tipo “sierrita” el que fue reconocido en audiencia de debate. 
          Es irrelevante la falta de secuestro del teléfono celular que le fuera sustraído a la víctima del delito de 
robo en cuanto a la veracidad de la ocurrencia del hecho, máxime si la detención del acusado no fue de mane-
ra inmediata al suceso, sino varios días después, con la lógica posibilidad de haber sido reducido en ese tiem-
po el elemento sustraído. 
          Es plenamente válida la decisión a la que arriba el tribunal sentenciante si obedece a la apreciación 
propia de la inmediación que impera en el debate oral y marcado por los principios de la sana crítica racional, 
guiados por la lógica, la psicología y la experiencia. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Cata-
lano, Cornejo, Diaz y Ferraris) 
              La ponderación del cuadro probatorio y las razones que fundan la condena cuestionada no contienen 
defectos ni merecen objeciones, si tanto la comisión del hecho como la autoría del acusado surgen de una 
apreciación integral y equilibrada de las constancias de la causa acorde a las reglas de la lógica, la psicología 
y la experiencia común, que permitió arribar con certeza a ese convencimiento. 
             En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y de sana crítica racional. Ello 
implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley 
y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, 
conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directi-
va o tasación alguna. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA:“C/C GONZÁLEZ, CRISTIAN SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.817/12) (Tomo 179: 809/818 – 02/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción contravencional. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 34/35 vta. y 
ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que se expida sobre la prescripción de la acción. 
DOCTRINA: El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar 
las instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes as-
pectos fácticos y jurídicos. 

Si en la causa se ha cumplido el plazo de prescripción, se hace necesario que el trámite previo, relati-
vo a la causal extintiva de la acción sea objeto de consideración por el juzgado de origen, al que corresponde 
devolver las actuaciones en el estado en que se encuentran. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y 
Posadas) 
        En un Estado de Derecho, nadie debe vivir bajo la amenaza permanente de que, en cualquier momen-
to y cualquiera sea el tiempo transcurrido, pueda ser penado o sometido a proceso, sea éste judicial o adminis-
trativo, con las graves consecuencias consiguientes. De ahí que toda acción de ese tipo no ejercida ni puesta 
en movimiento en un tiempo mayor o menor -la extensión de éste no afecta el principio– debe ser prescripti-
ble. 
 Si al momento de resolver la acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo, debe 
hacerse lugar a un temperamento desincriminatorio y en consecuencia, sobreseer a la causante por prescrip-
ción de la acción contravencional. (Del voto del Dr. Cornejo)   
              Con la resolución dictada por el ex Juzgado Correccional y de Garantías se concreta el proceso por el 
cual el Estado provincial persigue las faltas contravencionales (acción contravencional). A partir de ese mo-
mento, de haberse confirmado la sanción impuesta por el Jefe de Policía, se agota el cómputo del término para 
el ejercicio de la acción y comienza a regir el de la prescripción de la pena.  
 A pesar de encontrarse con ello agotadas las instancias recursivas, la Corte admitió excepcionalmen-
te una ulterior impugnación, siendo su intervención al sólo efecto de analizar un concreto planteo de inconsti-
tucionalidad por arbitrariedad de lo fallado por el ex Juez Correccional. 
 Corresponde declarar formalmente inadmisible el planteo recursivo si la defensa, en resumidas cuen-
tas, plantea su disconformidad con el fallo, puntualmente en lo que respecta a la interpretación de las normas 
que hacen a la prescripción de la acción contravencional, lo cual no es suficiente fundamento para acoger su 
pretensión a la luz de la doctrina de la arbitrariedad como cuestión constitucional.. (Del voto de los Dres. Díaz 
y Kauffman ) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C BAILÓN, NICOLASA ISABEL – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. 
Nº CJS 36.342/13) (Tomo 179: 603/620 – 27/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción, acción contravencional.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 32/34 vta. y 
ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que se expida sobre la eventual prescripción de la 
acción.  



DOCTRINA: El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar 
las instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes as-
pectos fácticos y jurídicos. 
          Si en la causa se ha cumplido el plazo de prescripción, corresponde suspender el trámite del recurso 
deducido y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que se expida sobre la vigencia o no de 
la acción. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Posadas) 
              El derecho a la tutela judicial efectiva -como garantía esencial del Estado de Derecho- no sólo prote-
ge el derecho al debido proceso, al plazo razonable, a la defensa efectiva, entre otros, sino también a la posibi-
lidad de que el recurso sea posible y genere resultados. 
            Si de las constancias obrantes en la causa surge de manera palmaria que al momento de dictar sen-
tencia la acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo, debe hacerse lugar a un temperamento 
desincriminatorio y en consecuencia, sobreseer a la causante por prescripción de la acción contravencional. 
(Del voto del  Dr. Cornejo) 
              Si desde el inicio de las actuaciones hasta el momento de dictar sentencia pudo haber operado la 
prescripción de la acción, deben remitirse los obrados al Juzgado de origen a fin de que se verifique tal cir-
cunstancia. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ORELLANO, JORGE RODOLFO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.335/13) (Tomo 179: 551/568 – 27/agosto/2013)  
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, actos interruptivos en los procesos por deli-
tos de acción privada. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 459/ 470 y, en su méri-
to, revocar la resolución de fs. 427/430 y ordenar que bajen los autos al tribunal de origen, a fin de que proce-
da a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una condena por otro 
delito que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia.  
DOCTRINA: En el proceso especial por el que tramitan los delitos de acción privada, la causal de interrup-
ción del curso de la prescripción prevista en el inciso b) del artículo 67 del Código Penal, no tiene aplicación 
directa ni tampoco encuentra otra actividad procesal similar que satisfaga en su totalidad a los presupuestos y 
fundamentos que inspiraron su instauración. 

La fijación de audiencia de debate no es un acto que interrumpe el curso de la prescripción, pues con 
el primer llamado a indagatoria del acusado, difiere en cuanto a sus presupuestos,  y a sus finalidades, no sólo 
por su ubicación, sino por sus efectos, exigencias y consecuencias procesales. 
         Los actos que se identifican con los señalados taxativamente por el Código Penal y que interrumpen 
el curso de la prescripción de la acción penal en los procesos por delitos de acción privada, son la interposi-
ción de la querella en legal forma y la citación a juicio, a los que deben sumarse la comisión de un nuevo 
delito y la sentencia condenatoria, aun cuando no se encontrare firme. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA CORIMAYO, LEO-
NIDE HERMINIA PRESENTADA POR LA DRA. MÓNICA OCHOA DE MONTIVERO 
- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD”(Expte. N° CJS 34.259/11) (Tomo 179: 
249/260 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; resolución que confirma el sobreseimiento, 
informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 54/56 y, en su mérito, 
revocar las resoluciones de fs. 52/53 y 43. 
DOCTRINA: El dictado de una resolución de la magnitud del sobreseimiento, que pone fin a la pretensión 
persecutoria del Estado en el proceso penal, exige de parte del tribunal que lo va a dictar, en razón de lo dis-
puesto por el artículo 67 del Código Penal, que el plazo de prescripción no se haya interrumpido, hecho que 
sólo se puede verificar a partir de los correspondientes informes actualizados del Registro Nacional de Rein-
cidencia, los que, sin lugar a dudas, deben reunir las exigencias normativas, en tanto constituye una exigencia 
del principio de legalidad. 
         Corresponde suspender el trámite del recurso de casación, si de acuerdo a las constancias de la causa 
la acción posiblemente se encuentre extinguida por el transcurso del tiempo máximo del delito imputado. (Del 
voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 
              Corresponde dejar sin efecto la resolución que confirma el sobreseimiento por prescripción de la 
acción, si se ha dispuesto sin una motivación que incluya razonamientos adecuados acerca de todos los aspec-
tos vinculados a la posible extinción de la acción, basados en las correspondientes constancias fehacientes 
actualizadas relativas a los motivos de interrupción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauff-
man). 



TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo , Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ZALAZAR, MANUEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.854/12) (Tomo 179: 633/642 – 27/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Regulación de honorarios, juicio correccional, pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 131/134. 
DOCTRINA: Si bien la materia de honorarios resulta en principio extraña al recurso de casación, la vía puede 
resultar excepcionalmente admitida en supuestos de arbitrariedad o absurdo, cuyo señalamiento puntual debe 
efectuarse en el escrito de interposición, con el objeto de que "ab initio" sea apreciable la posible existencia de 
un agravio constitucional. 
           Para la determinación de los honorarios de los profesionales intervinientes, la ley de aranceles expli-
cita que se tendrán en cuenta: el valor o importancia del proceso, las cuestiones de derecho planteadas, la 
asistencia a audiencias y, en general, todos los trabajos efectuados a favor del cliente y el resultado obtenido. 
           La fijación judicial de los honorarios profesionales es una facultad reglada por la ley, sin más discre-
cionalidad que la que cabe en la normal interpretación jurídica, en tanto pone en relación los hechos relevan-
tes -los trabajos profesionales- con las normas aplicables: las que correspondan al arancel. 
           Se ajusta a derecho la regulación de honorarios del letrado por su labor en el juicio correccional, que 
consistió en la comparecencia a una audiencia que fue suspendida y en el pedido de perención de instancia 
que fue acogido favorablemente, si el tribunal aplicó los criterios generales de los artículos 4º y 5º de la ley 
arancelaria. 
 TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA LUIS ALBERTO 
DERUDDER Y EDUARDO AGUILAR PRESENTADA POR MARCOS J. LEVIN – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.815/ 12) (Tomo 179: 135/142 – 26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Senador Nacional; aplicación de la Ley de Fueros 25320. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 41/46 vta.  
DOCTRINA: (Mayoría) En el conflicto normativo por el cual colisionan la Ley  25320 y el artículo 185 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) no habría motivo de hesitación alguna para 
colegir que es dicha ley la que rige, no sólo por ser específica sino por la supremacía que dentro de la pirámi-
de jurídica deroga cualquier disposición que se le oponga, máxime por ser de orden público.  

Si se aplicara, sin más, el artículo 185 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifica-
torias), cuando los posibles involucrados –que se desempeñan en la función pública, en los términos del artí-
culo 77 del Código Penal- deban comparecer ante un juez o fiscal que los requiera, se afectaría el principio de 
supremacía que consagra el artículo 31 de la Ley fundamental, conforme al cual, la Constitución Nacional, las 
leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranje-
ras, son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a 
ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales. 

Si bien la inmunidad de arresto es esencial a la independencia del Poder Legislativo, lo es también 
que el Judicial sea respetado por todos, fundamentalmente por los legisladores, pues de lo contrario perdería 
su dignidad y autoridad. (Del voto de los Dres. Vittar, Alavila, Posadas y Pucheta) 
              Para convocar judicialmente a un senador nacional a quien se impute la comisión de un delito, que 
por imperio constitucional posee inmunidades, rige la ley nacional 25320 y no, el artículo 185 del Código 
Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), porque la índole de dicha ley es sustancial y no me-
ramente procedimental, lo que a su vez se relaciona con la primacía de normas dispuesta en el artículo 31 de 
la Constitución Nacional. (Del voto del Dr. Díaz) 
               La Ley de Fueros 25320 tiene carácter reglamentario de los artículos 69 y 70 de la Constitución 
Nacional, y la aparente colisión de esta norma con nuestra Ley formal ante la denuncia de un senador nacio-
nal, es superada con la aplicación de la primera que, si bien aparece, en principio, válida y vigente para el 
Fuero Federal, regula cuestiones atinentes a facultades, entre otras, propias de los miembros del Poder Legis-
lativo y por ende de un integrante de ese Poder en el ámbito nacional; de lo contrario, si se aplicaran normas 
de nuestro régimen procesal respecto del trámite y relación imputado-proceso, se encontraría afectada la efec-
tiva vigencia de las instituciones nacionales y la supremacía del artículo 31 de la Constitución Nacional. (Del 
voto del Dr. Longarte) 
               Debe confirmarse la resolución impugnada que, en lo sustancial, declara aplicable al caso la Ley 
25320, fundamentalmente, porque la mencionada “Ley de Fueros” es reglamentaria de la parte orgánica de la 
Constitución Nacional (arts. 68, 69 y 70) y, por ende, determina aspectos atinentes a la esfera del gobierno 
federal –específicamente al Congreso de la Nación- que escapan a las competencias provinciales y que deben 
ser observados en todas las jurisdicciones, con prescindencia de que se trate de un proceso judicial común o 
de otra naturaleza. (Del voto de los Dres. Posadas y Alavila) 
                (Minoría) Las provincias conservan, y son soberanas al respecto, los poderes no delegados al go-
bierno federal, como es lo que atañe a sus facultades locales represivas, de modo que en relación a ellas no 



puede disponer una ley nacional, como es la 25320 que reglamenta los efectos del desafuero y contiene previ-
siones de exclusivo corte adjetivo. 
   Corresponde mantener la providencia que dispone la información sumaria para que declare el legis-
lador acusado, porque exceptuar las normas aplicables al caso conduciría a sustituir la expresa manifestación 
del interesado de optar por un determinado régimen procesal, cuando, por la magnitud del delito, ello es un 
derecho que, con innegable sentido garantista, ha establecido el legislador provincial al instaurar el sistema de 
vigencia progresiva de la Ley 7690, prescindiendo, por caso, de imponerle una regla transitoria absoluta, sea 
retroactiva o no. (Del voto del Dr. Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz –Jueces de Corte-, Héctor Guillermo Alavila, Carlos 
Héctor Pucheta, Angel Amadeo Longarte –Jueces de Cámara llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “INCIDENTE DE REPOSICIÓN CON APELACIÓN EN SUBSIDIO PRESEN-
TADO POR LA SRA. AGENTE FISCAL Nº 2, CONTRA LA PROVIDENCIA QUE 
ORDENA LA APLICACIÓN DEL ART. 185 DEL CPP (INFORMACIÓN SUMARIA) - 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.942/11) (Tomo 179: 697/730 – 
2/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Senador Nacional; aplicación de la Ley de Fueros 25320. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 52/58.   
DOCTRINA: (Mayoría) En el conflicto normativo por el cual colisionan la Ley  25320 y el artículo 185 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) no habría motivo de hesitación alguna para 
colegir que es dicha ley la que rige, no sólo por ser específica sino por la supremacía que dentro de la pirámi-
de jurídica deroga cualquier disposición que se le oponga, máxime por ser de orden público.  

Si se aplicara, sin más, el artículo 185 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifica-
torias), cuando los posibles involucrados –que se desempeñan en la función pública, en los términos del artí-
culo 77 del Código Penal- deban comparecer ante un juez o fiscal que los requiera, se afectaría el principio de 
supremacía que consagra el artículo 31 de la Ley fundamental, conforme al cual, la Constitución Nacional, las 
leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranje-
ras, son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a 
ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales. 
  Si bien la inmunidad de arresto es esencial a la independencia del Poder Legislativo, lo es también 
que el Judicial sea respetado por todos, fundamentalmente por los legisladores, pues de lo contrario perdería 
su dignidad y autoridad. (Del voto de los Dres. Vittar, Alavila, Cornejo y Posadas) 
             Para convocar judicialmente a un senador nacional a quien se impute la comisión de un delito, que 
por imperio constitucional posee inmunidades, rige la ley nacional 25320 y no, el artículo 185 del Código 
Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), porque la índole de dicha ley es sustancial y no me-
ramente procedimental, lo que a su vez se relaciona con la primacía de normas dispuesta en el artículo 31 de 
la Constitución Nacional. (Del voto del Dr. Díaz) 
              La Ley de Fueros 25320 tiene carácter reglamentario de los artículos 69 y 70 de la Constitución Na-
cional, y la aparente colisión de esta norma con nuestra Ley formal ante la denuncia de un senador nacional, 
es superada con la aplicación de la primera que, si bien aparece, en principio, válida y vigente para el Fuero 
Federal, regula cuestiones atinentes a facultades, entre otras, propias de los miembros del Poder Legislativo y 
por ende de un integrante de ese Poder en el ámbito nacional; de lo contrario, si se aplicaran normas de nues-
tro régimen procesal respecto del trámite y relación imputado-proceso, se encontraría afectada la efectiva 
vigencia de las instituciones nacionales y la supremacía del artículo 31 de la Constitución Nacional. (Del voto 
del Dr. Longarte) 
              La Ley de Fueros 25320 es reglamentaria de la parte orgánica de la Constitución Nacional (arts. 68, 
69 y 70) y, por ende, determina aspectos atinentes a la esfera del gobierno federal –específicamente al Con-
greso de la Nación- que escapan a las competencias provinciales y que deben ser observados en todas las 
jurisdicciones, con prescindencia de que se trate de un proceso judicial común o de otra naturaleza. (Del voto 
del Dr. Posadas y Alavila) 
              (Minoría) Las provincias conservan, y son soberanas al respecto, los poderes no delegados al gobier-
no federal, como es lo que atañe a sus facultades locales represivas, de modo que en relación a ellas no puede 
disponer una ley nacional, como es la 25320 que reglamenta los efectos del desafuero y contiene previsiones 
de exclusivo corte adjetivo. 
       Corresponde mantener la providencia que dispone la información sumaria para que declare el legis-
lador acusado, porque exceptuar las normas aplicables al caso conduciría a sustituir la expresa manifestación 
del interesado de optar por un determinado régimen procesal, cuando, por la magnitud del delito, ello es un 
derecho que, con innegable sentido garantista, ha establecido el legislador provincial al instaurar el sistema de 
vigencia progresiva de la Ley 7690, prescindiendo, por caso, de imponerle una regla transitoria absoluta, sea 
retroactiva o no. (Del voto del Dr. Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz, Cornejo –Jueces de Corte-, Héctor Guillermo Alavila, 
Ángel Amadeo Longarte –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 



“INFORMACIÓN SUMARIA EN CONTRA DE ROMERO, JUAN CARLOS – INCI-
DENTE - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.962/11) (Tomo 179: 731/764 – 
02/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos penados con inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 108/ 111 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 102/104 vta. 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si no se cumple con el fin de pre-
vención especial perseguido por la ley, mediante el ofrecimiento del imputado de auto inhabilitarse para con-
ducir vehículos automotores. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano) 
              No procede el beneficio de la  suspensión del juicio a prueba en casos de delitos penados con inhabi-
litación, dada la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Pe-
nal.(Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
 Debe confirmarse la resolución que concede el beneficio de suspensión del proceso a prueba pues no 
resulta razonable ni se compadece con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del Código Penal a 
su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos del beneficio de la 
suspensión del juicio a prueba debido a que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la 
inhabilitación.  
           El criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis a los delitos que tienen previs-
ta una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable 
de la norma que no armoniza con los principios de legalidad y “pro homine”, que impone privilegiar una 
interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ARAMAYO, JONATAN WALTER - RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.730/12) (Tomo 179: 1005/1022 – 02/setiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 89/94. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabi-
litación, a fin de que la prohibición del penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, 
resulta necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimien-
to personal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse. 
      No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si la imputada no ofrece auto inhabilitarse 
para conducir vehículos.  
           Es improcedente el planteo de nulidad por falta de firma del fiscal correccional en el acta, pues nin-
guna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de un 
interés. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano) 
 No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, porque obsta a ello la expresa prohibición del artículo 76 bis, penúltimo párrafo del Código Penal. (Del 
voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
              Corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación.  
 En consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como “última 
ratio” del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal 
que más derechos acuerde al ser humano, el criterio que limita el alcance de la suspensión del juicio a prueba 
a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años se funda 
en una exégesis irrazonable del artículo 76 bis del Código penal. (Del voto del Dr.Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C DOPICO PEREDO, ERIKA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.163/11) (Tomo 179: 507/526–27/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 10/17 vta.  
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no cumple con el 
requisito que en el supuesto viabiliza el instituto, de ofrecimiento de auto-inhabilitarse para conducir vehícu-
los automotores. 
           En casos de delitos con pena de inhabilitación, para que la prohibición del penúltimo párrafo del 
artículo 76 bis del Código Penal sea superada, resulta necesario que el fin de prevención especial perseguido 
sea cumplido mediante el ofrecimiento personal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse, pues la men-
tada necesidad de que no continúe con la actividad que ha generado la infracción penal o de neutralizar el 
riesgo de esa actividad, se efectiviza imponiendo la incapacidad, consentimiento de por medio. (Del voto de 
los Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman y Vittar)  



             El beneficio de suspensión del juicio a prueba abarca tanto los delitos cuya pena privativa de libertad 
en abstracto no exceda los tres años de prisión o reclusión como así también aquella categoría de injustos que 
aún superando en su dosimetría máxima dicho monto, el posible pronunciamiento a dictarse sea de ejecución 
condicional. 
            En casos de delitos con pena de inhabilitación debe concederse el beneficio de la suspensión del 
juicio a prueba, porque de lo contrario se vulneraría inequitativamente la garantía de igualdad consagrada por 
la Constitución Nacional. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación, en virtud de 
la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los 
Dres. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C FLORES, PEDRO ELÍAS – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.759/12) (Tomo 179: 185/202 – 
26/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 7/9. 
DOCTRINA: Para que proceda la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilita-
ción, la prohibición del penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal puede ser superada si el fin de 
prevención especial perseguido por la ley es cumplido mediante el ofrecimiento personal y voluntario del 
imputado de auto-inhabilitarse. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano) 
             No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra reprimido con pena de 
inhabilitación, porque obsta a ello la expresa prohibición del artículo 76 bis penúltimo párrafo del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
              No resulta razonable ni se compadece, con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del 
Código Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos 
debido a que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. 
           El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última “ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
art. 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres 
años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. (Del 
voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C BOOTH, CARLOS RAMIRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUI-
CIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.187/11) (Tomo 179: 
489/506 – 27/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, ofrecimiento del imputado de hacerse cargo 
de la reparación del daño, razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 14/15. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba, el ofrecimiento del imputado de hacer-
se cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible significa que sea razonable, presupuesto que de 
ninguna manera se cumple mediante un ofrecimiento por parte de la acusada que carece de cualquier vincula-
ción con la presunta víctima. 

El ofrecimiento debe ser cuantificable, claro y serio, de conformidad con las constancias de la causa, 
por ello es condición esencial el haber ofrecido, en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable 
y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no 
debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, 
tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la inter-
nalización del acusado con la supuesta víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una 
tragedia de la vida real. 
          No es condición, para el otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba, que el damnificado direc-
to se haya constituido en actor civil ni tampoco la aceptación del ofrecimiento de reparación efectuado por el 
imputado, quedando, en su caso, expedita la vía civil para reclamar la indemnización que nace del hecho 
ilícito. 
          La viabilidad del instituto recae en la valoración del magistrado sobre la razonabilidad del ofreci-
miento, dependiendo de ello, que se tenga por cumplida la exigencia legal, ya que la misma persigue, como 
objeto fundamental, determinar si se cumplen los fines de internalización del acusado. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Díaz y Ferraris) 
            El instituto de la suspensión del juicio a prueba trae aparejado un número de condiciones exigibles 
para su admisibilidad, entre ellos el ofrecimiento de la reparación del daño a la víctima cuya finalidad radica 



en internalizar la persona acusada el perjuicio efectuado con su conducta y de esa manera cumplir con la fina-
lidad preventiva especial del sistema penal. 
          Ante la ausencia del cumplimiento de uno de los requisitos demandados por el artículo 76 bis del 
Código Penal (ofrecimiento de la reparación del daño), y sin la participación activa de la víctima en el proce-
so, cuando la exigencia no es constituirse en actor civil, no corresponde hacer lugar al recurso de casación. 
(Del voto de la Dra. Kauffman) 
              Para obtener el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los términos del tercer párrafo del 
articulo 76 bis del Código Penal, el acusado debe ofrecer hacerse cargo de la reparación de los daños ocasio-
nados por el delito en la medida de lo posible; ofrecimiento que para ser real y cumplir con la exigencia de 
control jurisdiccional, debe ser específicamente cuantificado, a partir de las posibilidades del imputado y, 
además, ser proporcional a la entidad del supuesto daño producido, demostrando, como objeto perseguido, su 
internalización con el damnificado y el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida 
real. 
       El incumplimiento al tercer párrafo del artículo 76 bis del Código Penal impide por si, conceder el 
beneficio con absoluta prescindencia de los otros requisitos que impone la norma. (Del voto de los Dres. Po-
sadas y Vittar). 
                Si la parte damnificada, que persigue su reparación civil en el proceso penal expresa su disenso, el 
mismo será sólo un elemento a ponderar por el juez en el marco de la razonabilidad, ya que la ley, en caso de 
suspensión del juicio a prueba, declara habilitada para el damnificado la vía civil correspondiente, e inaplica-
bles al caso las reglas de prejudicialidad de los artículos 1101 y 1102 del Código Civil. 
      La razonabilidad de la reparación ofrecida por el imputado debe practicarse teniendo en cuenta lo 
manifestado por la víctima, el imputado y tomando como parámetros de referencia la extensión del daño cau-
sado por el delito y las posibilidades reales del acusado para hacerle frente, toda vez que la norma señala que 
la reparación ofrecida deber ser en la medida de lo posible. (Del voto del Dr. Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C PAREDES, ANDREA JIMENA – SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUE-
BA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.849/12) (Tomo 179: 1069/1082 – 
03/septiembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, valoración de las circunstancias del caso, 
necesidad de celebrar el juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 29/35. 
DOCTRINA: Los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de 
adquirir la certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el 
reproche penal que concretamente cabría imponer, extremos que, de encontrar debida motivación, otorgan 
sustento jurídico suficiente a la decisión de denegar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Catalano Ferraris y Posadas) 
                No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, porque obsta a ello la expresa prohibición del artículo 76 bis, penúltimo párrafo del Código Penal. (Del 
voto del Dr. Díaz) 
               Para que proceda la suspensión del juicio a prueba, el imputado debe ofrecer hacerse cargo de la 
reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. 
         La parte damnificada sólo interviene a efectos de la reparación civil y su participación se limita a 
aceptar o rechazar el ofrecimiento del acusado; en cualquier caso, sea cual sea la posición adoptada por la 
misma, corresponde al tribunal resolver sobre la razonabilidad de dicho ofrecimiento. 
        La suspensión del juicio a prueba es un beneficio del acusado que los jueces pueden acordar siempre 
que se cumplan los requisitos legales para obtenerla. Por su parte, los derechos del acusado consisten en soli-
citar su aplicación, obtener un pronunciamiento del tribunal sobre la concurrencia o no de las exigencias nor-
mativas al caso y, luego, de otorgarse la suspensión y cumplimentarse con las condiciones impuestas, en que 
se declare extinguida la acción penal. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“C/C VILTE, MARCELO EMANUEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.528/12) (Tomo 179: 1023/1034 – 
02/septiembre/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Delito de homicidio calificado por el 
concurso premeditado de dos o más personas; valoración de la prueba, sana crítica; valor de los dichos confe-
sorios de los acusados. Constitucionalidad del artículo 80 del Código Penal. Constitucionalidad del artículo 
393 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad inter-
puestos a fs. 2988/2996 vta., y a los recursos de casación de fs. 2997/3005 y 3006/3011 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena de los acusados a la pena de reclusión perpetua por el delito de 
homicidio calificado por el concurso premeditado de dos o más personas, si el tribunal de juicio tuvo por 



acreditado que en un pozo térreo de un metro de profundidad fue habido el cuerpo sin vida de la víctima, 
menor de edad que había desaparecido de su hogar y que los autores materiales y responsables de su muerte 
son los imputados, a partir de una valoración de las constancias de la causa, un profundo y concienzudo análi-
sis de las pruebas reunidas y tomando en cuenta la totalidad de los indicios que llevan a atribuir a los acusados 
la autoría del hecho, conforme a las reglas de la sana crítica racional y dando las explicaciones necesarias por 
las cuales arriba a la decisión. 
          Cuando las expresiones de los acusados no han sido valoradas en el fallo como único sustento de la 
incriminación, sino que ésta también se basa en un pormenorizado análisis de diversos elementos de convic-
ción que sirvieron para acreditar la participación en el hecho por parte de los causantes, se verifica el someti-
miento de los dichos confesorios a un mecanismo de confrontación con elementos de prueba, dando ello un 
nivel de corroboración que satisface una de las exigencias a las que se subordina la admisión de las expresio-
nes del imputado como evidencia de cargo. 
           En el delito de homicidio calificado por el concurso premeditado de dos o más personas previsto en 
el artículo 80 inciso 6º del Código Penal, la calificante se satisface con la convergencia de voluntades concre-
tadas, según la cual todos los complotados contribuyen con su concurso a la finalidad delictuosa común. 
           Es improcedente el planteo de inconstitucionalidad del artículo 393 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias) al estimar que se ha afectado la garantía de imparcialidad del tribunal, por-
que siendo su atribución captar prueba pertinente y útil que no guarde relación con los ofrecimientos origina-
riamente efectuados por las partes, dicha atribución puede ser ejercida aún de oficio. 
         No procede el planteo de inconstitucionalidad del artículo 80 del Código Penal en tanto admite la 
pena de reclusión perpetua, pues la Constitución Nacional no contiene ninguna prohibición expresa acerca de 
las medidas de las penas de reclusión o prisión y, por lo tanto, el legislador tiene la más amplia libertad para 
establecer su dosificación.  
          Es constitucional el artículo 80 del Código Penal que  establece para los homicidios agravados una 
pena fija de reclusión o prisión perpetua, porque la Constitución Nacional (art. 18) no prohíbe esa clase de 
pena, sino que protege la dignidad inherente a la persona humana, vedando las penas degradantes, crueles o 
inhumanas.  
          La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada 
de las funciones susceptible de encomendarse a un tribunal de justicia, e importa un acto de suma gravedad 
que debe ser considerado como la última "ratio" del orden jurídico. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MONTES, HÉCTOR ADOLFO; TÁRRAGA, MIGUEL; ALTAMIRANO, 
GUILLERMO ANTONIO; ROMERO, JULIO CÉSAR; SEGUNDO, RODRIGO ADOL-
FO; SEJAS, DANIEL HÉCTOR – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONA-
LIDAD” (Expte. Nº CJS 35.078/11) (Tomo 179: 947/978 – 02/septiembre/2013) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
 
 
 


